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La inviabilidad del
Anteproyecto de Ley de
Servicios y Colegios
Profesionales
Por Ricardo De Lorenzo, socio-director de De Lorenzo Abogados

Por Ley
ECOS Y COMENTARIOS

Finalmente, la Ley de Colegios Profesionales no llegó al Consejo de Ministros, ante la acumulación de
críticas y protestas de los distintos colectivos profesionales de toda España, a la que se ha sumado
igualmente hasta el mismísimo Consejo General del Poder Judicial respaldado por la totalidad
de los miembros de su pleno, que estima que no hay ni razón jurídica, ni substancial alguna para la
perdida de reserva, en este caso, de las profesiones de Abogado y Procurador, y por supuesto no se
abaratarán costes -uno de los argumentos esgrimidos por el Gobierno para defender la norma.

Para el Consejo el asesoramiento jurídico previo al proceso "resulta esencial para que la persona
conozca la dimensión jurídica de los hechos o del conflicto, las posibilidades que se le abren,
actuaciones que puede seguir y sus posibles consecuencias, lo que resulta esencial para decidir sobre
las acciones o el comportamiento a seguir para un eficaz ejercicio de sus derechos". Por lo que resulta
contradictorio y poco  coherente que el anteproyecto prevea limitar la colegiación obligatoria
únicamente para aquellos Abogados que actúen ante los tribunales. Se trataría así de excluir de
tal deber a los letrados y graduados sociales que se limiten a prestar asesoramiento jurídico, lo que por
otro lado es contrario a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) y a la jurisprudencia del Supremo,
"en tanto que supone la ruptura de una profesión que es y debe seguir teniendo un carácter unitario".
La no incorporación al colegio implicaría, en opinión del Consejo General del poder Judicial, "una
absoluta falta de control deontológico y disciplinario y una inacción frente al desvío en el ejercicio
profesional, cercenando derechos del ciudadano".

Pero mientras el Comité Económico y Social Europeo (CESE), respalda la colegiación obligatoria
sustentando que "la colegiación obligatoria -y su correlativa intromisión en la libertad de la práctica
profesional- está justificada por un interés público superior al garantizar mediante una cooperación
continua y activa con las instituciones, la protección de los intereses generales de los ciudadanos y del
Estado". En su Informe sobre “El papel y el futuro de las profesiones liberales en la sociedad civil
europea de 2020”, se llega a defender  que "la autorregulación de la profesión por sus miembros logra
la libertad de la interferencia del Gobierno y garantiza su vinculación con el bien común y, por lo tanto,
beneficia a los clientes y consumidores".

El último borrador de anteproyecto de Ley de Servicios y Colegios profesionales, en abierta
contradicción con el Comité Económico y Social Europeo, reduce el número de profesiones de obligada
colegiación a 38, frente a las 80 que existen en la actualidad, dejando fuera como antes he comentado
profesiones jurídicas y técnicas como los arquitectos e ingenieros, que no firman proyectos ni dirijan
obras ni su ejecución, en régimen de dependencia laboral, lo que supone dejar fuera del colectivo
actual de profesiones colegiadas que se estima en más de 1.500.000 colegiados, según las diferentes
profesiones a más de un 40 por ciento, es decir  616.173 colegiados, lo que puede suponer abrir una
puerta ,que permita la entrada de personas que sin el más mínimo  control deontológico y
disciplinario puedan llevar a cabo el desarrollo de todas estas profesiones que quedan  sin
colegiación obligatoria, tirando por tierra, el trabajo consolidado de miles de profesionales que a lo
largo del tiempo han conseguido que su buen hacer y profesionalidad no quede en entredicho.

Pero por si todo lo anterior fuera poco, el Departament de Justícia de la Generalitat de Catalunya, al
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tiempo, viene trabajando en la redacción de una nueva ley propia, para así blindar la competencia
catalana sobre los colegios profesionales. El texto se negocia desde hace meses con la Intercol.legial,
Asociación Intercolegial de Colegios Profesionales de Cataluña, que agrupa a los 131 Colegios
Profesionales y entidades registradas, que representan más de 50 profesiones y más de 200.000
profesionales. El Conseller de Justícia Germà Gordó, que igualmente  mantiene una oposición frontal
contra el anteproyecto de Ley de Colegios y Servicios Profesionales, ha dejado bien claro su intención
al manifestar que ante el anteproyecto de Ley de Colegios del Gobierno Central, «Esta será la norma
principal y la española será supletoria», calificando la futura Ley Catalana, de “Ley Colectiva”, y
afirmando que «los colegios profesionales son estructuras de estado que articulan la sociedad civil» y
por ello son considerados imprescindibles por el Ejecutivo catalán.

Es evidente que el texto, en lugar de solucionar problemas, crea otros nuevos, con numerosas
regulaciones prescindibles y, sobre todo si tenemos en cuenta que la justificación de la existencia del
colegio profesional como institución, más aún como institución protegida constitucionalmente, es
incorporar una garantía, frente a la sociedad, de que los profesionales actúan correctamente en su
ejercicio profesional, estas garantías con el nuevo anteproyecto se diluyen, comprometiendo valores
fundamentales como la vida, la salud, la integridad física, la seguridad, la libertad, el honor... valores,
que los ciudadanos confían a los profesionales, y que no pueden concebirse con Colegios
Profesionales sin una competencia de proximidad territorial, de la que es imperiosa la necesidad de
mantener la conexión entre el domicilio profesional principal y la radicación del colegio, no
solo para garantizar una mayor cercanía entre el colegio y el colegiado que haga posible el deseable
apoyo y control del primero hacia el segundo, sino lo más importante como es la función colegial de ser
garantes de los derechos de pacientes, lo que será inviable cuando incluso no pueda exigirse a los
profesionales que ejerzan en un territorio diferente al de colegiación "comunicación ni habilitación
alguna".

El establecerse que la cuota periódica, además sólo podrá destinarse al sostenimiento de las funciones
públicas y servicios obligatorios del Colegio, estableciéndose un techo de 240 euros anuales, así como
otros aspectos relativos al régimen de cuotas como el que no se pueda exigir el pago de
contraprestaciones económicas distintas a las relativas a la prestación de los servicios de los que sean
beneficiarios y que no se encuentren cubiertos por la cuota colegial, carece de cualquier tipo de
justificación y lógica, constituyendo una manifiesta injerencia en la autonomía colegial, que pone en
riesgo la supervivencia de los colegios más pequeños, puesto que supondrá la pérdida de muchos
puestos de trabajo,

El anteproyecto desconoce las obligaciones que con carácter individual tenga comprometido cada
Colegio, es decir los costes reales actuales a la fecha  y los que se imponen “ex novo”, como son, entre
otros, las auditorías, e indemnizaciones que conlleven los reajustes de personal adscrito a los servicios
que actualmente puedan facilitar y que se consideren voluntarios.

La implantación de la incompatibilidad en el ejercicio del cargo de presidente, decano o miembro de la
Junta de Gobierno con el desempeño de cargos directivos en entidades de seguros o mutualidades de
previsión social. sigue siendo una novedad discriminatoria, que no encuentra sustento alguno en la
normativa general de ordenación de los seguros privados, y tampoco se  contempla para unos cargos
que no olvidemos no tienen la condición de cargos públicos a los efectos del ejercicio del derecho
fundamental reconocido en el Art. 23.2, de nuestra Constitución, instaurando una incompatibilidad más
rigurosa que para los propios cargos públicos, entrando así en un conflicto con el orden constitucional
de distribución de competencias que podría conllevar la eventual declaración de inconstitucionalidad de
estas disposiciones.

Por último la presencia de los Colegios Profesionales en una sanidad global es irrenunciable. Y lo es
porque la salud es un bien que resiste a contemplaciones objetivas de cambio de bienes y servicios y
se enuncia en términos de bienestar físico y social que reclaman enunciarse desde premisas de ética y
solidaridad, como corresponde a un derecho anclado en la dignidad de la persona. Al margen del papel
normativo de las Administraciones Públicas en la garantía del acceso a las prestaciones de los sistemas
asistenciales públicos, la persecución del bien salud requiere unas condiciones de confianza entre los
actores sociales y de avance en las condiciones de los profesionales que lo proveen, que determinan
que sean los Colegios los únicos garantes del disfrute de prestaciones sanitarias en condiciones de
solidaridad, ética y progreso en la formación y en la calidad asistencial. La viabilidad de la  Ley de
Servicios y Colegios Profesionales será en base a poner en valor los méritos profesionales,
conociendo de las demandas de estos sectores, y por supuesto no pudiendo afectar a la garantía
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institucional que, en beneficio de los ciudadanos, recoge la Constitución Española.


